
VOTO CONCURRENTE DEL JUEZ SERGIO GARCÍA RAMÍREZ 
A LA RESOLUCIÓN DE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS
SOBRE MEDIDAS PROVISIONALES EN EL CASO DE LOS INTERNOS EN EL

COMPLEJO TATUAPÉ, BRASIL, DE 30 DE NOVIEMBRE DE 2005

1. Las  características  del  ejercicio  jurisdiccional  de  la  Corte  Interamericana,
como las de cualquier tribunal internacional, atraen la atención de aquélla en dos
direcciones. Por una parte, es obvio que debe dirigir su interés y su reflexión a los
casos  que tiene  sub judice,  trátese  de  litigios,  trátese  de  medidas  provisionales.
Habrá de fallar conforme a los hechos y las condiciones de esos casos, que acotan el
tema sobre el que se ejerce, en concreto, la jurisdicción. Sin embargo, la Corte no
puede prescindir –y en efecto no prescinde-- de una visión con otro alcance. Ejerce
ésta en función de la trascendencia que su análisis y sus pronunciamientos pueden
tener  con  respecto  a  situaciones  iguales  o  semejantes  a  las  del  caso  que
inmediatamente resuelve, sea que aquéllas constituyan reposiciones en la escena de
problemas  anteriormente  examinados,  como  suele  ocurrir,  sea  que  nuevos
acontecimientos  anuncien,  a  partir  de  cuestiones  específicas,  la  presencia  de
mayores problemas en el futuro cercano o distante. 

2. Es  así  que  la  Corte  resuelve  y  al  mismo  tiempo  orienta.  Por  ello  cada
sentencia puede ser vista --y con mayor razón las opiniones consultivas-- como una
resolución  vinculante  para  el  caso  en  litigio,  pero  también  como  el  adelanto  de
probables decisiones futuras. Esta anticipación  permite, una  vez  fijado el criterio
del Tribunal internacional --como intérprete y aplicador de la Convención Americana
suscrita  por  los  Estados  y  de  observancia  obligatoria  para  éstos--  que  aquéllos
adopten medidas de diverso género conducentes a recoger en el orden interno los
imperativos del orden interamericano. La recepción se proyecta en normas jurídicas
generales, resoluciones jurisdiccionales y providencias administrativas, cuya vigencia
efectiva prevé litigios nacionales e internacionales y concurre a la construcción de
condiciones adecuadas para el imperio de los derechos humanos.

3. Estas  reflexiones,  que  simplemente  reiteran  conceptos  bien  sabidos  y
ampliamente examinados, viene a cuentas con respecto al régimen de detención y a
las condiciones en las que éste se encuentra, como se ha podido observar en un
creciente número de casos, cuyas características y frecuencia permiten establecer un
“patrón de crisis” que no debe pasar inadvertido para el Sistema Interamericano de
Protección de los Derechos Humanos,  es  decir,  para los Estados,  la Organización
interestatal,  las  instancias  de  protección  internacional,  las  instituciones  de  la
sociedad civil y los actores o protagonistas emergentes del Sistema. Los males que
se presentan y multiplican en este ámbito establecen claramente la necesidad de
emprender cuanto antes acciones enérgicas, oportunas y sistemáticas, de carácter
particular o colectivo, que reviertan el notorio deterioro del régimen de detención y
remedien las condiciones que hoy día favorecen constantes y muy graves violaciones
a los derechos humanos.



4. Me he ocupado de esta tema en diversas oportunidades, sumando mi voto
razonado a las decisiones de mis colegas en la Corte Interamericana. Y lo seguiré
haciendo, aunque incurra en reiteración, cada vez que “nuevos hechos de antigua
naturaleza” susciten la conveniencia de señalar una situación que se agrava y a la
que todavía no se aportan correcciones decisivas. Con ello recojo previas atenciones
de mi vida profesional, que me llevaron a conocer el sistema penitenciario, y nuevas
atenciones judiciales que me obligan a subrayar,  con la mayor preocupación, los
problemas que advierto y los riesgos que crecen. Debo recordar ahora los Votos que
recientemente emití --y mis intervenciones como Presidente de la Corte al cabo de
las audiencias correspondientes-- en las resoluciones sobre medidas provisionales a
propósito  de  la  prisión  de  Urso  Branco (Brasil)  y  los  reclusorios  de  Mendoza
(Argentina),  por  ejemplo,  además  de  las  apreciaciones  acerca  del  régimen  de
detención  asociadas  al  examen  del  debido  proceso,  que  expuse  en  el  Voto
concurrente a la sentencia de esta Corte en el  Caso Tibi (Ecuador),  también por
ejemplo.

5.  En  mi  Voto relativo  a  las  medidas  provisionales  en  el  Caso  de  las
penitenciarías de Mendoza --18 de junio de 2005, es decir, hace apenas seis meses
--,  recordé  que  “con  creciente  frecuencia  y  con  características  invariablemente
graves --que llegan a ser catastróficas-- se presentan ante la Corte Interamericana
de Derechos Humanos problemas relacionados con la vida carcelaria. Los reclusos
--‘pobres entre los pobres’, que dijo Francesco Carnelutti-- se hallan sujetos a los
mayores  riesgos  y  daños:  sobre  ellos  se  vuelca,  como sobre  ningún  otro  grupo
humano, el  aparato punitivo del Estado. En esas ‘instituciones totales’ --la prisión
preventiva,  sobreutilizada,  y  la  prisión punitiva,  extremada--  la existencia de  los
reclusos  se  halla  minuciosamente  subordinada  a  las  exigencias  del  cautiverio;
exigencias arbitrarias, ilimitadas, inagotables,  que suelen quedar fuera del control
inmediato --pero no de la inmediata responsabilidad-- de los funcionarios a cargo de
la prisión y del Estado en cuyo nombre actúan --u omiten-- éstos”.

6. El régimen de detención, en amplio sentido --que comprende las privaciones
de libertad “legitimadas”  o “legalizadas” por el  procedimiento de investigación, el
proceso judicial  y la ejecución de sanciones--,  se halla contemplado por diversas
normas  de  la  Convención  Americana.  Algunas  aluden  a  hechos  que  pueden
plantearse  con  motivo  de  la  detención,  como  la  tortura  y  los  tratos  crueles,
inhumanos o degradantes, que la Corte ha reprobado sistemáticamente y en toda
circunstancia;  otras,  a  derechos  que  deben  ser  preservados  en  el  curso  de  la
detención,  como  el  control  judicial  de  ésta  y  la  razonabilidad  de  su  duración,
concepto de plazo razonable diferente del que atañe al proceso en su conjunto; y
otras  más,  a  condiciones  regulares  --o  que  debieran  serlo--  con  respecto  al
desarrollo  de la privación  de libertad y  a  los  fines de ésta,  como el  sistema de
separación de internos o los designios de la reforma y la readaptación social. 

7. No obstante las contradicciones y paradojas de la privación procesal y penal
de la libertad, se reconoce la legitimidad de ésta bajo ciertas condiciones, como la de
otras medidas restrictivas de derechos humanos. Empero, esa medida reductora de
derechos debe mantener a salvo la dignidad de la persona, por un lado, y evitar
afectaciones  que  excedan  la  naturaleza  y  el  alcance  propio  de  la  medida.  Con
respecto a lo primero, reiteremos que cuanto se haga u omita en esta materia debe
tomar en cuenta que --como ha sostenido la Corte al examinar las condiciones de
detención-- “toda persona privada de libertad tiene derecho a vivir en situación de
detención compatible con su dignidad personal” (Caso Fermín Ramírez. Sentencia de
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20 de junio de 2005, párr. 118). Y en relación con lo segundo, es preciso destacar
que existen derechos --así, la vida, la integridad personal, la libertad religiosa y el
debido proceso-- sustraídos a restricciones supuestamente derivadas de la privación
de libertad, como hay otros --por ejemplo, privacidad e intimidad familiar-- cuya
restricción  en  el  marco  de  la  privación  de  libertad  “debe  limitarse  de  manera
rigurosa”, conforme a la regla de estricta necesidad característica del orden jurídico
en una sociedad democrática (Caso Instituto de Reeducación del Menor. Sentencia
de 2 de septiembre de 2004, párrs. 154-155). 

8. En la previsión de los derechos y libertades inmediatamente aplicables a los
individuos privados de libertad, la Convención acoge derechos de diverso carácter,
que resguardan bienes diferentes y persiguen propósitos diversos, conectados entre
sí.  Otro  tanto ha sucedido en el  orden constitucional  interno,  erigido a partir  de
sucesivas aportaciones garantistas. Son, a su manera, la proyección en este campo
del proceso histórico que se  describe como “generaciones de derechos humanos”.
En  primer  término  se  hallan  los  derechos  cuya  finalidad  inmediata  es  preservar
regiones elementales, esenciales, irreductibles de la dignidad del detenido. La raíz
humanitaria  de  estos  derechos  se  hunde  en  los  afanes  de  los  penitenciaristas
solidarios que impulsaron, a partir de ideas piadosas, laicas o religiosas, la reforma
del  sistema  carcelario.  En  segundo  término  se  hallan  los  derechos  “finalistas”:
aquellos que consideran, además del trato respetuoso al ser humano, el  proyecto
legítimo que se puede asignar a la privación de libertad, mientras ocurre el relevo
histórico de ésta por medidas más justas y razonables. Lo dice la propia Convención
--con  expresiones  discutibles  y  discutidas--  cuando  se  refiere  a  la  reforma  y  la
readaptación que antes mencioné. 

9. Obviamente, al emplear esos términos no establezco jerarquía entre unos y
otros derechos, como tampoco lo pretende la referencia general a éstos con sustento
en cierta progresión histórica, que funda el  uso de la palabra “generaciones”.  Lo
importante,  en  fin  de  cuentas,  es  el  contenido  de  cada  previsión  garantista,  el
“estatuto del prisionero” --su Carta Magna contemporánea-- que resulta de aquéllas
y,  sobre  todo,  el  cumplimiento  que  se  haga  de  disposiciones,  reglas,  principios,
recomendaciones, etcétera, que pueblan este ámbito. No carecemos de documentos
internacionales y nacionales en torno a esta materia. Difícilmente habría otra que
hubiese  recibido  mayor  atención,  entre  todas  las  que  se  refieren  a  extremos
específicos de los derechos humanos. Y también difícilmente habría, en los hechos,
alguna más desvalida y resistente al imperio del derecho y la razón, o simplemente
de la benevolencia. ¿Hasta cuándo?

10. Ya señalé que la jurisprudencia de la Corte Interamericana se ha ocupado
extensamente de esta materia, porque la realidad levanta cada vez más casos a la
atención  del  Tribunal.  Me  parece  interesante  recapitular  sobre  algunos  temas
significativos,  que vienen a cuentas,  una vez  más,  en los  hechos  relativos a  las
medidas provisionales que ahora nos ocupan, pero también en los correspondientes
a otros  planteamientos,  y  que sin duda seguirán  acudiendo en el  porvenir  si  no
completamos  con  la  voluntad  y  la  perseverancia  lo  que  se  ha  previsto  en  las
resoluciones jurisdiccionales. 

11.  En ocasiones, que no son pocas, la vulneración de los derechos humanos de
los detenidos proviene de agentes  del  Estado que actúan directamente sobre los
detenidos.  Pero  también  sucede  que  la  afectación  de  bienes  jurídicos  --vida,
integridad--  se  produce  a  manos  de  personas  que  no  poseen  aquella  condición
formal:  compañeros  de reclusión,  terceros  sin  encomienda  oficial,  cuya  conducta
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desbordante en el interior de los reclusorios no es contenida por los funcionarios a
cargo de la seguridad, o es permitida, tolerada, cuando no auspiciada, por éstos. A
este respecto es indispensable recordar que el Estado --precisamente el Estado, que
no puede desplazar su responsabilidad hacia otras personas-- se halla obligado a
reconocer,  respetar  y  garantizar  la  observancia  de  los  derechos  de  quienes  se
encuentran bajo su jurisdicción. En tal virtud, debe enfrentar las consecuencias de la
conducta  activa  u  omisiva  de  sus  agentes.  No  podría  excluir  su  responsabilidad
aduciendo que los autores de las violaciones son ajenos a su estructura formal, si no
ha hecho lo que puede y debe para evitarlas. 

12. Para los efectos de los hechos que la Corte ha tenido en cuenta al examinar la
solicitud que culmina en la resolución a la que acompaño este  Voto, es pertinente
subrayar que el tema ha sido abordado directamente por la Corte Interamericana
--además de las repercusiones que sobre esta hipótesis,  como en otras,  tiene la
regla general  de responsabilidad por acción o por omisión--,  y a ese respecto el
Tribunal  ha  sostenido:  la  obligación  general  de  proteger  a  las  personas  que  se
encuentran bajo la jurisdicción del Estado, a la que se refiere el artículo 1.1 de la
Convención, “se impone no sólo en relación con el poder del Estado sino también en
relación  con  actuaciones  de terceros  particulares”  (Caso de las  Penitenciarías  de
Mendoza.   Resolución  de  22  de  noviembre  de  2004,  considerando  12).
Posteriormente, pero a propósito del mismo caso, señaló la Corte que, tomando en
cuenta aquella afirmación, “las medidas que se adopten deben incluir las que puedan
favorecer al mantenimiento de un clima de respeto de los derechos humanos de las
personas  privadas  de  libertad entre  sí”  (Caso  de  las  Penitenciarías  de  Mendoza.
Resolución de 18 de junio de 2005, considerando 11).

13. El detenido se encuentra en situación de máxima debilidad, desvalimiento o
vulnerabilidad a causa de procedimientos instituidos por el Estado que depositan la
suerte  del  ciudadano  en  manos  de  los  agentes  del  poder  público.  La  Corte
Interamericana se ha referido insistentemente a la vulnerabilidad de los detenidos,
que abre la posibilidad de violaciones graves y sistemáticas a los derechos humanos.
Esto sucede en todo caso de detención, y más todavía en aquéllos que muestran un
plus de riesgo por las condiciones en que se halla el sujeto o las características que
tiene. En efecto, “una persona ilegalmente detenida se encuentra en una situación
agravada de vulnerabilidad, de la cual surge un riesgo cierto de que se vulneren
otros derechos”  (Caso Loayza Tamayo.  Sentencia de 17 de septiembre de 1997,
párr. 57;  Caso Cantoral Benavides. Sentencia de 18 de agosto de 2000, párr. 90;
Caso de los hermanos Gómez Paquiyauri. Sentencia de 8 de julio de 2004, párr. 108,
y Caso Tibi. Sentencia de 7 de septiembre de 2004, párr. 147).   Por ello “la forma
en que se trata a un detenido debe estar sujeta al escrutinio más estricto” (Caso
Tibi, párr. 262).

14.  El desvalimiento del detenido corresponde tanto a una situación de hecho,
que es notoria, como a otra de carácter jurídico formal y a una más de orden social.
La  segunda deriva  del  título jurídico --y  sus fundamentos  y consecuencias--  que
acredita la existencia de cierta “probable o posible responsabilidad penal” que oprime
o comprime los derechos del sujeto, y que difícilmente se aviene, por cierto, con la
presunción  --o  principio--  de  inocencia  que  lo  ampara  pero  no  impide  medidas
severas sobre los derechos de éste. La tercera es producto del “concepto social” en
que se tiene al cautivo y que gravita, en forma extraordinariamente desfavorable,
sobre la vida de éste, el reconocimiento y ejercicio de sus derechos y la provisión de
garantías eficaces para protegerlos.
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15. El  Estado  es  garante  de  los  derechos  de  las  personas.  Y  si  esta  posición
abarca a toda la sociedad, también comprende, con especial acento o intensidad, a
quienes  se  hallan  sujetos  en  forma  total,  detallada,  irresistible,  constante,  a  la
custodia  del  poder  público.  Esta  situación  establece  una  “calidad  especial  de
garante”, mucho más comprometedora, evidente y exigente que la garantía general
que el Estado debe brindar a todos los ciudadanos. La idea de una calidad de garante
del Estado tiene diversas fuentes e implicaciones. Entre aquéllas se halla el concepto
construido detalladamente por la doctrina penal y trasladado a la legislación a través
de la figura de la “comisión por omisión”. Diré, incidentalmente, que esto destaca
una vez  más la necesidad de revisar  conceptos  del  Derecho internacional  de los
derechos  humanos  en relación  con sus equivalentes  o correspondientes  en  otras
áreas o disciplinas, de las que pueden provenir precisiones y sugerencias valiosas.
Con ello ahorraremos errores y divagaciones.

16.  En mi Voto concurrente a la sentencia del  Caso Tibi, hice ver que tanto en
ésta  como  en  las  resoluciones  de  los  casos  Hilaire,  Constantine  y  Benjamín
(Sentencia del 21 de junio del 2002) y Bulacio (Sentencia del 18 de septiembre de
2003), al igual que en la Opinión Consultiva OC-17/02, emitida el 28 de agosto de
2002, sobre “Situación jurídica y derechos del niño”, la Corte Interamericana afirmó
la condición específica  de garante que corresponde al  Estado con respecto a  los
derechos  de quienes se hallan sometidos a privación o restricción de libertad en
instituciones del poder público y a cargo de agentes de éste.  

17. Frente a “las personas privadas de libertad, el Estado se encuentra en una
posición especial de garante, toda vez que las autoridades penitenciarias ejercen un
control o dominio total sobre las personas que se (hallan) sujetas a su custodia. En
este particular contexto de subordinación del detenido frente al Estado, este último
tiene una responsabilidad especial de asegurar a aquellas personas bajo su control
las condiciones que les permitan retener un grado de dignidad consistente con sus
derechos  humanos inherentes e inderogables”  (Caso Caesar.  Sentencia de 11 de
marzo de 2005, párr. 97). Es así que “se produce una relación e interacción especial
de sujeción entre la persona privada de la libertad y el Estado, caracterizada por la
particular intensidad con que el Estado puede regular sus derechos y obligaciones y
por  las  circunstancias  propias  del  encierro,  en  donde  al  recluso  se  le  impide
satisfacer por cuenta propia una serie de necesidades básicas que son esenciales
para el desarrollo de una vida digna” (Caso Instituto de Reeducación del Menor, cit.,
párr.  152).  Asimismo:  el  deber  que  especifica  el  artículo  1.1  de  la  Convención
Americana  “es  más  evidente  al  tratarse  de  personas  recluidas  en  un  centro  de
detención estatal” (Caso de las Penitenciarías de Mendoza, Resolución de 18 de junio
de 2005, considerando 6).

18. Ser garante en estas situaciones y con respecto a los derechos que en ellas
entran en juego, significa para el Estado: 

a)  cumplir  sus  funciones  de  manera  consecuente  con  los  estándares
internacionales que rigen esta materia (Caso Lori Berenson Mejía. Sentencia
de 25 de noviembre de 2004, párr. 241); 

b) omitir todo aquello que pudiera infligir al sujeto privaciones más allá de las
estrictamente relacionadas con la detención o el cumplimiento de la condena; 

c) proveer todo lo que resulte pertinente --conforme a la ley aplicable-- para
asegurar el goce y ejercicio de los derechos que el título jurídico de detención
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deja a salvo; 

d) actuar en función de los fines a los que sirve la reclusión, que la acotan y
le confieren destino: seguridad y readaptación social, regularmente, y 

e)  ofrecer  informes  y explicaciones  acerca  de lo  que ocurra  a  quienes  se
hallan bajo su custodia (Caso Juan Humberto Sánchez.  Sentencia de 7 de
junio de 2003, párr. 111; y Caso Bulacio. Sentencia de 18 de septiembre de
2003, párrs. 126 y 138)

19. Si es imperiosa la situación especial  de garante que incumbe al Estado en
relación con quienes se hallan sujetos a su autoridad, observación,  conducción y
control en un centro de detención, lo es más todavía si los internos o detenidos son
menores de edad. En este supuesto aparecen dos circunstancias que extreman los
deberes  del  Estado:  por  una parte,  las obligaciones específicas  que éste  tiene  a
propósito de los menores de edad --o niños, conforme a la Convención de Naciones
Unidas--,  y por  la otra, la evidente vulnerabilidad mayor en la que se hallan los
niños, tomando en cuenta su debilidad, insuficiente desarrollo y carencia de medios
para proveer a su propio cuidado. En la especie se puede hablar, por lo tanto, de una
condición de garante reforzada o calificada.

20.  Recordemos una norma que palidece, hasta volverse absolutamente irreal,
en las instituciones de detención de menores de edad cuya situación ha llegado al
conocimiento de la Corte Interamericana: “Todo niño tiene derecho a las medidas de
protección  que  su  condición  de  menor  requiere  por  parte  de  su  familia,  de  la
sociedad y del Estado” (artículo 19 CADH), disposición que debe leerse, para fines de
interpretación, a la luz del amplio concepto tutelar que ofrecen diversos instrumentos
internacionales. Y mencionemos las apreciaciones formuladas por la Corte, a estos
mismo respecto, en diversas decisiones: en relación con  los niños, el Estado tiene
obligaciones complementarias de las que entraña su relación con los adultos  (Caso
Instituto de Reeducación del Menor, cit. párr. 302). La función estatal de garantía
“reviste  particular  importancia  cuando  el  detenido  es  un  menor  de  edad.  Esta
circunstancia obliga al Estado a ejercer su función de garante adoptando todos los
cuidados que reclama la debilidad, el desconocimiento y la indefensión que presentan
naturalmente, en tales circunstancia, los menores de edad” (Caso Bulacio, cit., párr.
127). El “hecho de que las presuntas víctimas fueran niños obliga a la aplicación de
un  estándar  más  alto  para  la  calificación  de  acciones  que  atenten  contra  su
integridad personal” (Caso de los hermanos Gómez Paquiyauri, cit., párr. 170).

21. Al cabo de la audiencia celebrada sobre estas medidas provisionales, en la
que hubo una constructiva actitud de los participantes, que actuaron con el propósito
de encontrar solución al problema planteado, formulé algunas consideraciones que
estimé útiles dentro de la circunstancia que la Corte tenía a la vista. Por una parte,
es  indispensable  subrayar  que  la  adopción  de  medidas  provisionales  --que  en
ocasiones se propone en forma dramática, o por lo menos llamativa-- nunca es un
fin en sí misma: apenas un medio, un instrumento, para lograr el fin que domina en
el sistema interamericano de protección de los derechos humanos: mantener éstos a
salvo.  Si  hay  coincidencia  en  objetivos  --como  la  había  en  la  audiencia  que he
mencionado--  será  posible,  en  principio,  aceptar  la  necesidad  de  las  medidas  y
proveer al éxito de éstas.

22.  En ese mismo caso hice notar la necesidad de distinguir entre las medidas
que atienden problemas inmediatos y urgentes, cuya solución no admite demora, y
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aquellas  otras  que  darán  resultados  en  un  plazo  más  amplio,  conforme  a  su
naturaleza. En la primera hipótesis se hallan las inaplazables medidas para proteger
la vida y la integridad de los internos. Ya me había referido a este deslinde en mi
intervención en la audiencia y en el  Voto concurrente que emití a propósito de la
prisión de Urso Branco, en los siguientes términos: 

23. “Bien que haya reforma penitenciaria, que se expida una nueva legislación de
la materia, que se provea a la clasificación de los internos, que se modernicen las
instituciones  penitenciarias,  que  se  haga  un  cuidadoso  reclutamiento  de  los
funcionarios encargados de la custodia y ejecución de penas, que existan sustitutivos
adecuados  para  la  pena  de  prisión,  que  se  franquee  la  visita  a  los  presos  en
condiciones dignas, que haya servicio médico que preserve la salud de los reclusos,
que se establezcan centros escolares, talleres y unidades de trabajo. Todo eso, y
más todavía, es absolutamente indispensable, porque refleja los estándares actuales
en materia de privación de la libertad, que de esta manera adquiere legitimidad,
además de legalidad, en cuanto sirve a los objetivos que explican --y quisiera decir
justifican--  esa  privación  cautelar  o  penal  de  la  libertad,  tan  severamente
cuestionada en la actualidad”.

24. Añadí: “Pero nada de eso, que es preciso realizar cuanto antes, puede suplir
la inmediata adopción de las medidas necesarias para evitar que se presente una
sola muerte más en la Cárcel de Urso Branco. Así lo expuse en la conclusión de la
audiencia  a  la  que  me  he  referido,  y  así  lo  expreso  ahora,  a  través  de  este
razonamiento, que anticipé al concluir la misma sesión. Al emitir la actual resolución
sobre medidas provisionales, que sigue a las otras adoptadas a lo largo de dos años,
la Corte ha tenido en mente ese resultado inmediato y concreto. Evidentemente, no
se trata aquí, como pudiera suceder en el caso de otras reformas o progresos, de
alcanzar paulatinamente determinadas metas. Se trata, precisa y directamente, de
asegurar en forma total, con el pleno empleo de los medios legítimos para  ello, la
preservación  de  la  vida de todos y cada uno de los internos de Urso Branco --y de
otras personas que corran riesgo de perder la vida o ver afectada su integridad--,
cualquiera que sea su situación jurídica”. Esto mismo resultó aplicable en el caso del
complejo de Tatuapé.

25. Me  pareció  absolutamente  necesario  compartir  con  las  partes  una
preocupación acerca de lo que éstas podrían hacer, sin perjuicio de lo que la Corte
debía hacer al decidir lo que resultase pertinente sobre la solicitud formulada. Había
sido preciso “construir” un ambiente de armonía y colaboración para el desarrollo de
la audiencia misma; con mayor razón lo sería para alcanzar el designio procurado
por todos. Así las cosas, ¿por qué no pasar de las intenciones a las acciones, antes
de que declinaran la emoción y el recuerdo de la audiencia? En otros términos, ¿por
qué no ensayar ahí mismo un principio de acuerdo, un pacto constructivo, un paso
común en la dirección correcta, antes de que millares de kilómetros distanciaran a
las partes, que en la sala de audiencias de la Corte se hallaban separadas apenas por
unos centímetros, en cuanto a distancia física, y por menos que eso, en cuanto a
distancia en empeños y objetivos, según lo que ellas mismas habían manifestado?

26. La  exhortación  que  hice  tuvo  respuesta.  Concluida  la  audiencia,  los
representantes del Estado, la Comisión y los peticionarios se reunieron para ensayar,
de común acuerdo, algunas propuestas. Esta las conoció, aceptó y mencionó en su
resolución acerca de las medidas, como prenda de buena voluntad y, sobre todo,
como  expresión  de  un  compromiso  cierto.  Se  convino  en  integrar  un  grupo  de
trabajo y reanudar la deliberación entre las partes, a fecha fija, en la ciudad de Sao
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Paulo. Antes de la audiencia esto no existía. La recepción que las partes hicieron de
mi exhortación permitió establecer el acuerdo de procedimiento y despejó el camino,
aun cuando esto sucediera modestamente.

27. Evidentemente, los centenares o millares de pobladores de Tatuapé, cuyos
derechos se hallaban en predicamento, recibirían con mayor interés y esperanza --si
la tenían-- el  anuncio de medidas específicas, prontas y eficaces, que una simple
reiteración de expresiones muchas veces escuchadas y rara vez trasladadas a los
hechos, o una ingeniosa elaboración jurídica que mucho tributa a la teoría y poco o
nada  a  la  práctica  que  padecen  quienes  figuran  como  víctimas  en  los  casos
contenciosos.  La Corte adoptó medidas en este caso,  como era  natural,  pero  no
menos importante fue la aparición en los participantes de un renovado propósito
--renovado,  no  necesariamente  nuevo,  porque  no  se  carecía  de  precedentes  a
propósito de esfuerzos más o menos alentadores-- de hacer lo que debían hacer:
poner término a las violaciones de derechos en el complejo reclusorio de Tatuapé,
Sao Paulo.

28. Vuelvo al tema general, replanteado en función del asunto particular que se
denunció en la solicitud de medidas. Nos hallamos ante un problema de enorme
trascendencia y virulencia, que se ha presentado en el caso que ahora ocupa a la
Corte, pero también en otros muchos, cada vez más. Existe, pues, una crisis en el
sistema  de  detención  para  adultos  y  menores,  que  se  traduce  en  violaciones
constantes, severas y reiteradas a los derechos humanos de los detenidos y que
puede aflorar en hechos de extraordinaria gravedad --que ya los hubo-- en diversos
países. El Estado tiene el deber general de garantizar a quienes se hallan bajo su
jurisdicción el goce y ejercicio de los derechos reconocidos en la Convención; este
deber crece de punto cuando el  poder público se coloca en situación especial  de
garante  con  respecto  a  los  detenidos,  tomando  en  cuenta  que  éstos  se  hallan,
jurídica y materialmente, sujetos al más amplio control  por parte del Estado. Ser
garante  entraña  diversas  obligaciones  indeclinables,  entre  ellas  prevenir  y  evitar
violencias de los internos entre sí, como también ha ocurrido en muchos casos. 

29. Por  las  características  y  la  magnitud  de  estos  problemas,  y  tomando  en
cuenta  la forma  en  que han evolucionado y pudieran desarrollarse  en  el  futuro,
conviene  llevar  el  tema a la agenda de los derechos humanos en el  Continente.
Merece  y reclama un lugar específico en la preocupación  de los Estados  y en el
diseño y desempeño de políticas públicas. Parece recomendable promover un foro de
examen y  debate  a  este  respecto,  que  cuente  con la activa  participación  de los
Estados y de la Organización continental. Es tan injusto como peligroso permitir que
los problemas que estamos enfrentando crezcan y coloquen a los gobiernos y a las
sociedades ante una crisis mayor, de incalculable magnitud.

Sergio García Ramírez
Juez

Pablo Saavedra Alessandri
  Secretario

8


